
Opinión

El Presidente de la República, Gabriel Boric Font, aca-
ba de enviar al Congreso Nacional la propuesta de Ley del 
Presupuesto de la Nación para el año 2025, el cual contempla 
un aumento de 2.7% en relación con el presupuesto del año 
pasado.  Este nuevo presupuesto fue diseñado pensando en 
los tres pilares que guían nuestro Gobierno: la seguridad pú-
blica, social y económica.  Los nuevos recursos fortalecerán 
iniciativas como el Plan de Emergencia Habitacional, el aumen-
to de la dotación policial, la seguridad de nuestras fronteras, 
el fortalecimiento del sistema Chile Cuida, el acceso a la sa-
lud, la cultura y el deporte, mejorando así nuestras regiones, 
ciudades y barrios.

En lo que respecta al Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, la propuesta de presupuesto destina un aumento de 
aproximadamente un 40% para fortalecer las acciones y pro-
gramas que se enmarcan en el Sistema Nacional de Cuidados 
“Chile Cuida”, proyecto de ley que actualmente está tramitán-
dose en el Congreso, recibiendo un apoyo transversal de las 
bancadas políticas.

El aumento antes mencionado corresponde a un aumento 
a nivel nacional, especialmente para ampliar la cobertura en 
aquellas comunas que aún no cuentan con iniciativas como 
el Programa Red Local de Apoyos y Cuidados (PRLAC), con 
lo cual se busca aumentar su cobertura de 140 a 214 comu-
nas.  En el caso de Magallanes, ya contamos con un 60% de 
las comunas en las que el PRLAC está funcionando, lo que 
significa que hemos avanzado más rápidamente que otras 
regiones del país.

Por otro lado, esperamos tener un avance importante 
en la ejecución y operación de los Centros Comunitarios de 
Cuidados, donde la meta fijada por el Gobierno es contar con 
70 centros operativos al término de nuestra administración.   
En el caso de Magallanes, esperamos que en lo que resta de 
2024 se suscriban convenios de operación con las comunas de 
San Gregorio y Torres del Paine, que ya cuentan con un avance 
del 80% en la ejecución de proyectos de Centros Comunitarios 
de Cuidado.  Para el 2025, esperamos que se inicien proyec-
tos en otras comunas como Punta Arenas, Natales, Cabo de 
Hornos y Porvenir

Como Gobierno, nos hemos fijado como desafío atender a 
75.000 personas con dependencia severa y a sus cuidadoras y 
cuidadores durante el 2025.  En este contexto, como Secretaría 
Regional de Desarrollo Social y Familia, hemos motivado a 
los equipos comunales para que contacten a las familias que 
cuentan con el Registro Social de Hogares y las incentiven a 
tramitar su complemento de cuidados, de tal manera que po-
damos identificar a las personas dependientes severas y sus 
cuidadores/as no remunerados.

Este aumento del Presupuesto 2025 no es casual, sino que 
es el resultado de dos años y medio de Gobierno, en los cua-
les hemos dado una lucha firme para bajar la inflación, con 
medidas que han combinado enfoque social y equilibrio fis-
cal, que ha dado como resultado una economía sana, que hoy 
nos permite inyectar nuevos recursos a temas tan importan-
tes como son los cuidados y, de esta forma, cumplir con las 
cientos de  personas, en su enorme mayoría mujeres, que con 
esfuerzo cuidan a personas mayores o con discapacidad, a ni-
ños y niñas, cuyos trabajos han sido silenciosos y poco o nada 
reconocidos por el Estado y la sociedad en general.  

Como Gobierno estamos decididos a cambiar esta realidad 
y generar una “sociedad de los cuidados”, donde el compromi-
so incluya al Estado, la sociedad civil y el mundo empresarial.  
Ya es hora de reconocer a los cuidados como un cuarto pilar 
de la protección social y ubicarlo al mismo nivel que la edu-
cación, la salud y las pensiones.
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El aumento creciente de los desastres en 
Chile, en particular inundaciones y aluviones, 
es una consecuencia directa de la emergencia 
climática. Los terremotos, los mega-incendios 
forestales, las erupciones volcánicas y los 
tsunamis a menudo se convierten en desas-
tres de gran magnitud cuando se combinan 
con vulnerabilidades sociales y estrategias de 
mitigación insuficientes. 

Nuestro país sigue enfrentando desafíos 
importantes en esta materia. La continua pér-
dida de vidas humanas en desastres se debe en 
gran medida a la falta de una planificación te-
rritorial y una gestión ambiental efectivas. La 
regulación inadecuada del uso y la ocupación 
del suelo, sumado a la existencia de un marco 
regulatorio débil e insuficiente para resguar-
dar el medio ambiente y la biodiversidad, así 
como la vida y la seguridad de las personas 
que habitan sectores aledaños a plantaciones 
forestales, incrementan la vulnerabilidad del 
país ante los desastres. Además, los procesos 
de reconstrucción no se alinean con los prin-
cipios de construcción resiliente, ya que no 
existe una política pública integral, participati-
va y de largo plazo que garantice la seguridad 
y la recuperación de las personas y comuni-
dades afectadas. 

Se necesita un enfoque socio-comunitario 
e interdisciplinario que evalúe las vulnerabili-
dades subyacentes y aborde diferencialmente, 
los riesgos sistémicos para prevenir desas-
tres futuros. Los procesos de preparación y 
adaptación a desastres no deben limitarse a la 
respuesta frente a una emergencia. Deben in-
cluir estrategias sostenibles a largo plazo que 
integren la resiliencia en todos los ámbitos de 
la sociedad. En este sentido, las escuelas des-
empeñan un papel fundamental en el fomento 
de una cultura de prevención frente a las emer-
gencias y desastres, con especial atención a 
la educación de los jóvenes sobre los riesgos 
y amenazas presentes en sus comunidades. 
Empoderar a los estudiantes con conocimien-
tos, experiencias y habilidades prácticas para 
anticipar y responder a los desastres es esen-
cial para construir un futuro resiliente. 

Por consiguiente, en la medida que se 
prioricen diagnósticos participativos y sabe-
res locales en torno a la gestión del riesgo de 
desastres, sumado al fortalecimiento del tra-
bajo inter-agencial, mediados por sistemas de 
alerta temprana desde un enfoque multi-ame-
naza y una mayor inversión en la generación 
de conocimiento científico para la compren-
sión de los desastres, podremos avanzar en la 
construcción de un país resiliente y preparado 
frente a los desafíos que instala la emergen-
cia climática en Chile y el mundo. 
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Durante este año, Chile ha sido sacudido por una serie de eventos que 
han captado la atención pública y afectado profundamente la estabilidad 
social e institucional del país. Además de los episodios de violencia que 
han remecido a la ciudadanía, hemos visto cómo casos de corrupción, 
tráfico de influencias y la destitución de altos cargos en instituciones cla-
ve han generado un impacto significativo en nuestra convivencia. 

En este contexto, el país se prepara para las próximas elecciones de 
gobernadores, alcaldes, consejeros regionales y municipales, funda-
mentales para definir el futuro de nuestros territorios en los próximos 
cuatro años.

En paralelo a estas dificultades, hemos comenzado a vislumbrar una 
mirada más optimista en lo económico. Durante 2024, Chile ha avan-
zado hacia una normalización de sus principales variables económicas: 
se proyecta un crecimiento del 2,5%, la inflación ha sido controlada, las 
tasas de interés se mantienen en niveles razonables  y el presupuesto 
público está equilibrado. Estos avances han permitido al país concen-
trarse nuevamente en el crecimiento y desarrollo económico. A pesar 
de que algunos consensos no se han hecho explícitos, se perciben cier-
tos acuerdos que nos permiten proyectar de mejor manera. 

Uno de los principales desafíos identificados es el aumento de la in-
versión. El gobierno ha tomado medidas para reducir los obstáculos que 
impone la compleja red de instituciones, normas, reglamentos y criterios 
que muchas veces dificultan la implementación de proyectos de inver-
sión. Asimismo, ha manifestado un fuerte compromiso con el desarrollo 
de industrias emergentes, como el Hidrógeno Verde y el Litio, que tienen 
el potencial de posicionar a Chile como un actor relevante en los mer-
cados internacionales. Estas se sumarán a los sectores ya consolidados 
como la minería, la industria agroalimentaria y forestal, además de al-
gunos servicios que comienzan a emerger.

Este esfuerzo se ha acompañado por un aumento en  la inversión 
en infraestructura. Instituciones como el Ministerio de Obras Públicas 
(MOP) a través de recursos públicos y el aporte de las empresas con-
cesionarias, empresas como EFE, el Metro y las empresas portuarias, 
han incrementado su actividad. Este dinamismo promete ser un motor 
importante para la economía en 2025, ampliando la conectividad y for-
taleciendo la competitividad.

Junto a estas iniciativas  se ha identificado la urgente necesidad de 
cerrar brechas en servicios esenciales. La escasez de recursos hídricos, 
la falta de viviendas  y las carencias en los sectores de salud y educación 
siguen siendo problemas críticos. Incluso sectores opositores reconocen 
que si no se abordan estas materias podrían desencadenarse conflictos 
sociales importantes, como ya ha ocurrido en el pasado reciente.

Si bien estos avances y acuerdos no constituyen una estrategia integral 
de desarrollo, representan una base sólida para iniciar una conversación 
profunda sobre el futuro del país, que necesariamente debe considerar 
formas de agregarle más valor a nuestras exportaciones. Como CPI, pro-
ponemos reforzar estos consensos mediante propuestas programáticas 
en infraestructura para los candidatos presidenciales que competirán 
en 2026. 

Creemos firmemente que, con una infraestructura de nueva genera-
ción, Chile puede alcanzar un mayor crecimiento a través de la ampliación 
de sus opciones, mejorar la calidad de vida de sus habitantes y generar 
más empleo. Para lograr estos objetivos será crucial aprovechar todas las 
fuentes de financiamiento disponibles, establecer una institucionalidad 
ordenada que facilite la toma de decisiones  y desarrollar una logística 
eficiente que mejore la competitividad del país. También es fundamental 
resolver los rezagos en recursos hídricos y en la construcción de vivien-
das, aprovechar las ventajas de la generación eléctrica no convencional 
y garantizar que el acceso a Internet se consolide como un bien nacio-
nal de uso público.

Nuestro propósito es contribuir a un diálogo  amplio que se enfo-
que en las oportunidades de desarrollo y que deje atrás las divisiones 
y conflictos que dificultan la construcción de un futuro próspero para 
todos. Con esta visión, aspiramos a consolidar una economía más in-
clusiva y sostenible, que nos permita proyectarnos con optimismo en 
los próximos años.
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